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•

La Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de
préstamos hipotecarios recoge algunas exenciones. Fundamental-
mente, la subrogación del acreedor hipotecario y las modificaciones
de plazo o tipo impositivo de préstamos.
Una buena planificación de una operación inmobiliaria debe tener en
cuenta los costes tributarios, presentes y futuros, de la financiación de
la misma.
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15.1. CLÁUSULA DE GASTOS: IBI

El hecho imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles consiste en la
titularidad de derechos sobre bienes inmuebles. El derecho más frecuente que
lo devenga es la propiedad de los bienes inmuebles. Consecuentemente, el
artículo 63 del TRLRHL dispone que el sujeto pasivo es la persona, natural
y jurídica y otras entidades, que ostente la titularidad del derecho que, en cada
caso, sea constitutivo del hecho imponible del impuesto.

El devengo se produce, en virtud del artículo 75 del TRLRHL, el primer
día del período impositivo, que, según establece el mismo artículo, coincide
con el año natural.

El apartado 2 del artículo 63, tras indicar que el sujeto pasivo es el titular
a 1 de enero, dispone que «Lo dispuesto en el apartado anterior será de apli-
cación sin perjuicio de la facultad del sujeto pasivo de repercutir la carga tri-
butaria soportada conforme a las normas de derecho común». Por lo tanto, la
propia legislación de haciendas locales prevé la posibilidad de su repercusión,
es decir, la reconoce y garantiza, pero siempre bajo las normas de derecho
común.

Es un tributo que se paga por el año completo por el titular del inmueble,
pero cuando hay una transmisión inmobiliaria o incluso más de una en un
año, coexistirán varios titulares en un período impositivo. La cuota del
impuesto sigue siendo la misma independientemente de cuántos titulares haya
habido a lo largo de un año. No se duplican ni multiplican los hechos impo-
nibles por el número de titulares, la cuestión clave a dilucidar es quién debe
asumir el tributo en estos casos. Sin perjuicio de lo anterior, recordemos que
el sujeto pasivo es, en virtud de los artículos citados, el titular del inmueble a
uno de enero.



•

•

•

Con base en todo lo anterior y en el principio de la autonomía de la
voluntad de las partes, existirían en principio tres posibilidades:

Que el IBI del año natural en el que se produce la compraventa lo
asuma el vendedor: Según se desprende de los artículos 61, 63 y 75
e la Ley de Haciendas Locales, el sujeto pasivo del impuesto es el titular
del inmueble a uno de enero. Como, lógicamente, en esa fecha el
propietario es el vendedor, será este el obligado a pagar de cara a la
Hacienda local.
Sin perjuicio de lo comentado más adelante, a falta de acuerdo entre
las partes, esta es la regla general, siendo el vendedor quien debe hacer
el abono.
Que lo asuma el comprador: las partes pueden acordar que sea el
comprador quien abone el IBI.
Como la regla general es que lo pague el vendedor, el acuerdo debe
hacerse constar expresamente en escritura pública.
Distribuir la cuota a prorrata o proporcionalmente: Las partes
acuerdan que se abonará por ambas partes en proporción al número
de meses en los que cada uno ha sido propietario.

En este ámbito, como ha ocurrido con el AJD de los préstamos hipotecarios
con respecto a la asunción o repercusión del mismo por las entidades financieras
prestamistas a los prestatarios, se produce una intersección entre el ámbito tribu-
tario y civil. En el ordenamiento fiscal se establece quién es el sujeto pasivo, y los
supuestos de responsables subsidiarios o solidarios, sin preocuparse de los pactos
entre particulares. Dichos pactos no son oponibles ante la administración tribu-
taria. El ámbito civil en cambio sí se ocupa de la legalidad de acuerdos entre
particulares para evitar situaciones de abuso o contrarias a derecho.

La normativa de defensa de consumidores también tiene algo que decir.
Así, si el comprador del inmueble es un consumidor aplicará el art. 89.3 del
Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y
Usuarios. Dicho artículo considera cláusula abusiva la estipulación que
imponga al consumidor el pago de tributos en los que el sujeto pasivo es el
empresario.

Por supuesto, no se puede establecer para el comprador de un inmueble
que sea consumidor que asuma el IIVTNU (plusvalía municipal), pero exis-
tieron dudas sobre qué ocurre con la posible repercusión de la parte propor-
cional del IBI por la parte del año que el nuevo propietario disfruta de la
titularidad del inmueble.
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1.

2.

3.

4.

La sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, número 2886/2016,
de 15 de junio, dispuso que «el art. 63.2 de la Ley de Haciendas Locales se ha
de interpretar de forma que, en caso de ausencia de pacto en contrario, el
vendedor que abone el IBI podrá repercutirlo sobre el comprador, en pro-
porción al tiempo en que cada una de las partes haya ostentado la titularidad
dominical y por el tiempo que lo sea».

La citada sentencia establece por lo tanto las siguientes reglas:

Prevalece la voluntad de las partes. Deberá pagar aquel que las partes
acuerden.
En defecto de pacto, el obligado al pago es el titular a uno de enero,
es decir, el vendedor.
Si paga el vendedor, tiene derecho a reclamar o repercutir al com-
prador la parte proporcional del impuesto en proporción al tiempo
que cada una de las partes hayan disfrutado del mismo durante el año
de la venta.
Sin perjuicio de ello, las partes podrán pactar la imposibilidad de la
repercusión.

No obstante, si el comprador es un consumidor y el vendedor un empre-
sario, en virtud del citado artículo 89 de la Ley General para la Defensa de los
Consumidores y Usuarios, no sería válido el acuerdo por el cual el comprador
deba abonar la totalidad del IBI, pero sí le sería imputable la prorrata.

Por lo tanto, resumiendo todo lo anterior, el asesor de un comprador que
no sea un consumidor probablemente no esté interesado en recoger pacto
alguno porque existe la posibilidad de que el vendedor ignore la posibilidad
de repercusión, o, en función de las negociaciones, tratará de recoger la
imposibilidad de la repercusión.

Desde el punto de vista del vendedor es recomendable recoger expresa-
mente la repercusión de la parte proporcional de la cuota del IBI. Es verdad
que siempre podría repercutirlo de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal
Supremo, salvo que sea un consumidor, pero es preferible recogerlo para evi-
tar discusiones.

Es importante añadir a este contexto que el apartado 5 del artículo 17 de
la LGT establece que: «Los elementos de la obligación tributaria no podrán
ser alterados por actos o convenios de los particulares, que no producirán
efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico-
privadas.» Es decir, para la administración tributaria serán irrelevantes estos
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•

•

pactos y le exigirá el impuesto al titular el uno de enero, salvo lo que comen-
tamos en los párrafos siguientes.

El artículo 77.5 del TRLRHL atribuye a los Ayuntamientos la obligación
de efectuar las liquidaciones que procedan de acuerdo con el padrón del
impuesto elaborado en el Centro Catastral. Este padrón no suele estar actua-
lizado cuando se han producido transmisiones del inmueble. Por este motivo,
en los supuestos en los que resulte acreditada, con posterioridad a la emisión
del padrón, la no coincidencia del sujeto pasivo con el titular catastral, las
rectificaciones que respecto a aquél pueda acordar el órgano gestor a efectos
de liquidación del impuesto devengado por el correspondiente ejercicio. En
este caso, la Dirección General del Catastro confirmará o modificará el titular
catastral mediante acuerdo que comunicará al ayuntamiento o entidad local
para que se practique, en su caso, liquidación definitiva.

Pero es obligación de los sujetos pasivos mantener actualizada la titularidad
catastral. Así, el artículo 76 del citado Texto Refundido dispone que las alte-
raciones concernientes a los bienes inmuebles susceptibles de inscripción
catastral que tengan trascendencia a efectos del IBI determinarán la obligación
de los sujetos pasivos de formalizar las declaraciones conducentes a su ins-
cripción en el Catastro Inmobiliario, conforme a lo establecido en sus normas
reguladoras.

CLÁUSULA DE GASTOS: IIVTNU

El IIVTNU, conocido coloquialmente como plusvalía municipal, es el
único impuesto que existe con el propósito exclusivo de gravar transmisiones
inmobiliarias. El IVA y el ITP gravan negocios jurídicos relativos a múltiples
elementos y derechos y el IBI no grava las trasmisiones. En cambio, el
IIVTNU grava el incremento de valor que experimenten los terrenos urbanos
y se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de
los terrenos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier
derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos.

Algunas precisiones a tener en cuenta:

A diferencia del IBI, que en algunos casos puede afectar a terrenos
rústicos el IIVTNU solamente afecta a los terrenos de naturaleza
urbana.
La base imponible del método objetivo de cálculo tiene como base el
valor catastral en la modalidad de cálculo objetiva.
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El valor catastral puede ser objeto de impugnación para su modifica-
ción y, de prosperar esta, habrá un impacto tanto en el IBI como en
el IIVTNU.
El Tribunal Supremo en su reciente sentencia de 21 de diciembre de
2023 confirma el derecho a recuperar las cuotas de IBI indebidamente
ingresadas cuando se obtiene una anulación de una valoración catas-
tral. Además, dicha anulación normalmente conllevará que deba dic-
tarse un nuevo valor catastral ajustado a la resolución o sentencia
favorable al titular
El valor catastral determina la base imponible del IBI (como también
del IIVTNU en su modalidad de cálculo objetiva). Para cuestionar la
base imponible no podemos impugnar la liquidación de IBI, sino que
deberá impugnarse el valor catastral por cualquiera de los procedi-
mientos previstos, ya sea cuando se notifica un nuevo valor (lo que es
más recomendable) o, cuando por iniciativa del contribuyente se pone
de manifiesto que el valor es incorrecto. Las distintas vías afectan a los
procedimientos administrativos y procesales adecuados para los recur-
sos y no es el objetivo de la presente obra extenderse sobre ello. Sí
que es recomendable intentar obtener la suspensión de las liquidacio-
nes mientras se sustancian dichos procedimientos de impugnación.
El sistema de cálculo del IIVTNU es dual. Anteriormente existía solo
el cálculo objetivo que tenía en cuenta el valor catastral y los años de
titularidad que el transmitente ha ostentado sobre el inmueble.
No es el objetivo de la presente obra explicar todo el devenir que ha
llevado a esta regulación del IIVTNU, ya que lo que interesa es el estado
actual del impuesto. La conclusión de ese proceso tuvo lugar cuando la
sentencia de 26 de octubre de 2021 del Tribunal Constitucional que
declaró inconstitucional la configuración del IIVTNU respecto a la regla
de cálculo de la base imponible. Anteriormente, el Tribunal Constitu-
cional había declarado inconstitucional la tributación en las situaciones de
venta con pérdidas, con base en el principio de capacidad económica. Y
posteriormente, bajo el principio de no confiscatoriedad, llegó más allá
declarando inconstitucional las situaciones en las que el impuesto a pagar
superara el incremento de valor realmente obtenido. Esta es la razón de
la configuración actual del impuesto.

No están sujetas al impuesto las operaciones sin existencia de incremento
de valor. Dicha inexistencia de incremento de valor se acredita con los títulos
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de transmisión y adquisición o el declarado en ISD con aplicación de pro-
porción catastral correspondiente al suelo en el momento de adquisición y
transmisión. Los Ayuntamientos tienen facultades de comprobación de estos
elementos.

La no sujeción, en este caso, sí interrumpe el cómputo de años a efectos
de siguiente transmisión. Es decir, el transmitente siguiente deberá computar
el coeficiente que corresponda a su propia fecha de adquisición. Es necesario
aclarar esto porque en otros casos de no sujeción sí se tiene en cuenta el
período anterior.

El impuesto ofrece un régimen opcional de fijación de la base imponible
por dos sistemas:

Método objetivo de cálculo: se calculará multiplicando el valor catas-
tral del terreno por el coeficiente que corresponda que variará en
función de los años de tenencia del inmueble.
Para determinar el incremento de valor del terreno mediante este
método se aplica al valor del terreno en el momento del devengo (en
general, el valor catastral), el coeficiente que corresponda al período
de generación:
Base imponible = Valor terreno x coeficiente.
Los coeficientes representan una curva de variación de valor no lineal,
en la que los primeros años tienen coeficientes elevados.
Este método solo resulta de aplicación en aquellos casos en los que el
sujeto pasivo no opte por el método real.
Los coeficientes son aprobados por Ley y pueden ir modificándose,
de forma que no tiene sentido incluirlos en la presente obra. No obs-
tante, son fácilmente accesibles para su consulta.
Método real de cálculo: se calculará teniendo en cuenta la diferencia
entre el valor del terreno en las fechas de transmisión y adquisición
debiendo ser acreditado mediante los títulos que documenten las ope-
raciones.

El artículo 107.5 del TRLHL establece que los interesados podrán acreditar
un importe de incremento de valor inferior al resultante de la aplicación de los
coeficientes, que serán objeto de análisis posterior, y, en cuyo caso, se tomará
como base imponible del IIVTNU el importe del incremento de valor acreditado
(y no el resultante de la aplicación de los coeficientes sobre el valor del terreno).

Al resultado obtenido por estos métodos se le aplica el tipo gravamen que
será fijado por ordenanza municipal, limitado al 30 %.
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El artículo 110.1 a 5 y 8 del TRLRHL establece las obligaciones del sujeto
pasivo, pero estas quedan matizadas según el ayuntamiento haya establecido
la autoliquidación del impuesto por el sujeto pasivo o no lo haya hecho:

Cuando no esté establecida la autoliquidación del impuesto por el
Ayuntamiento, deberá presentar la declaración con expresión en la
misma de los elementos necesarios para practicar la liquidación del
impuesto, acompañada del documento en el que consten los actos o
contratos que originan la imposición. El plazo de presentación de
declaraciones para las transmisiones por actos intervivos 30 días hábiles
a partir de la fecha en que se produzca el devengo.
En estos casos, el Ayuntamiento realizará la liquidación del impuesto
y se la notificará al sujeto pasivo indicando los recursos que procedan
contra la misma y el plazo de ingreso de la deuda tributaria.
Cuando exista autoliquidación, la presentación de ésta y el pago de la
deuda tributaria debe realizarse, en el plazo de 30 días hábiles.

En los apartados 6 y 7 del artículo 110 se establecen obligaciones que afectan
a otros intervinientes en la operación, a pesar de que no son el sujeto pasivo.

En concreto, tienen la obligación de comunicar al ayuntamiento la reali-
zación del hecho imponible, con independencia de las obligaciones formales
de los sujetos pasivos y en el mismo plazo que estos:

En los actos y contratos realizados a título lucrativo entre vivos, el
donante o la persona que constituya o transmita el derecho real de que
se trate.
En los actos y contratos realizados a título oneroso, el adquirente o la
persona en cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que
se trate.

Para salvar esta obligación, se suele incluir una cláusula del siguiente tenor:

Además, los notarios tienen la obligación de remitir a los ayuntamientos
cierta información en relación a hechos, actos o negocios jurídicos que pongan
de manifiesto la realización del hecho imponible, así como de advertir a los
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«Asimismo, a los efectos de levantar el cierre registral previsto en el art. 254-5 de la
Ley Hipotecaria mientras no se acredite el pago o presentación del Impuesto sobre el Incre-
mento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, la Compradora me requiere a mí,
el Notario, para que remita al Ayuntamiento de [*], copia simple de esta Escritura, con el
valor de la comunicación a que se refiere el art. 110-6-b de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.»



En octubre de 2012, tras una crisis sin precedentes, España creó la mayor 
inmobiliaria de Europa con el objetivo de adquirir, gestionar y vender acti-
vos inmobiliarios y financieros para sanear la economía y superar la crisis. 

Jaime Navarro dirigió el departamento fiscal de Sareb entre 2015 y 2019. Duran-
te ese periodo, Sareb adquirió y transmitió miles de inmuebles, constituyó FAB, 
llegó a acuerdos con promotoras y creó una SOCIMI. Las lecciones aprendidas 
de la compleja y variada casuística a la que se enfrentó el equipo de SAREB y 
sus asesores quedan reflejadas en esta obra.

 Este libro ofrece una visión transversal y práctica de la problemática tributaria 
inmobiliaria. A diferencia de los manuales monográficos, esta obra revisa cada 
apartado de una escritura pública de compraventa de un inmueble, cláusula por 
cláusula, deteniéndose en las cuestiones tributarias relevantes en cada una y 
haciendo referencia a todos los impuestos implicados. 

El libro aborda, entre otras muchas cuestiones, las consecuencias de la fecha 
de la firma, los intervinientes, el estado jurídico y urbanístico del inmueble trans-
mitido, con constantes referencias a la jurisprudencia y doctrina administrativa. 
Además, es una caja de herramientas para resolver la compleja cuestión de la 
tributación por IVA o por ITP-AJD en este tipo de operaciones. Es un recurso 
indispensable para cualquier asesor fiscal involucrado en operaciones inmobi-
liarias, y su lenguaje sencillo lo hace también útil para profesionales del sector 
que no necesariamente sean asesores fiscales.




